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APELACIÓN 
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Civil. Núm.: 
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Sobre: Liquidación de 
Bienes Gananciales 

Panel integrado por su presidenta la Juez Coll Martí, el Juez Ramos 
Torres y la Juez Rivera Marchand 
 
Coll Martí, Jueza Ponente  
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 17 de enero de 2020. 

Comparece el Sr. José Antonio Morales Sánchez, mediante 

recurso de Apelación y solicita que revisemos la Sentencia Parcial 

dictada por el Tribunal de Primera Instancia de Mayagüez, el 5 de 

abril de 2019. Mediante dicho pronunciamiento, se declaró que quedó 

demostrado que el Sr. Morales Sánchez y la apelada, Sra. Marianela 

A. Quezada Feliz se comportaron y sostuvieron una relación de 

concubinato que comprendió desde mediados del año 2000 hasta el 

17 de agosto de 2002, cuando finalmente contrajeron matrimonio. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

CONFIRMA la sentencia parcial apelada.  

I 

 El 17 de agosto de 2002, el Sr. Morales Sánchez y la apelada, 

Sra. Quezada Feliz contrajeron matrimonio bajo el régimen de 

Sociedad Legal de Gananciales, el que posteriormente terminó 

disuelto por sentencia de divorcio dictada el 2 de diciembre de 2015, 

reducida a escrito el 25 de mayo de 2016. El 11 de octubre de 2016, 
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la Sra. Quezada Feliz presentó una Demanda en la que solicitó la 

liquidación de la Sociedad Legal de Gananciales y la comunidad de 

bienes entre ella y el Sr. Morales Sánchez.  

 La apelada-demandante sostiene que, previo a contraer 

matrimonio con el Sr. Morales Sánchez, mantuvieron una relación de 

concubinato donde las partes residieron en una propiedad privativa 

del apelante, localizada en el municipio de Sabana Grande. La 

apelada alegó además que trabajaba y aportó al pago del préstamo 

hipotecario, aportó a las mejoras y a la extensión realizada al 

inmueble privativo, ya que el mismo constituiría la residencia familiar.  

Durante el proceso judicial para la solución de la controversia, 

se realizó el descubrimiento de prueba que, entre otros aspectos, 

abarcó reuniones, intercambio de documentos, ofertas 

transaccionales e, incluso, las partes fueron referidas al Centro de 

Mediación de Conflictos por el Tribunal, en donde no hubo acuerdo 

entre ellas. Aquilatada la prueba documental y testifical, el tribunal 

sentenciador estipuló las siguientes determinaciones de hechos: 

1. La demandante, Sra. Marianela A. Quezada Feliz conoció 

al demandado, Sr. José A. Morales Sánchez, para el mes 

de junio del 2000. 

[…] 
 
2. Para la fecha en que la señora Marianela A. Quezada 

Feliz conoce al señor José A. Morales Sánchez, ésta 

trabajaba a tiempo parcial en las Tiendas Sears. Luego se 

convierte en empleada permanente a tiempo completo. 

[…] 
 
5. En el momento en que la Sra. Marianela A. Quezada Feliz 
conoce al señor José A. Morales Sánchez, éste residía en el 
Bo. La Máquina en Sabana Grande.  
 
6. Cuando conoce al Sr. José Morales Sánchez, la Sra. 
Marianela A. Quezada vivía con sus padres en la Urb. Villa 
Angélica en Mayagüez.  
 
[…] 
 
8. El Sr. José A. Morales Sánchez trabajaba para Johnson 
and Johnson cuando conoce a la señora Quezada Feliz.  
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9. La demandante Quezada Feliz se quedaba o pernoctaba 
con el Sr. José A. Morales en su residencia en el Bo. La 
Máquina en Sabana Grande, Puerto Rico. 
  
10. Para el mes de julio 2001, la Sra. Marianela Quezada 
Feliz comenzó a vivir con el Sr. José A. Morales Sánchez en 
el Bo. La Máquina en Sabana Grande, Puerto Rico. 
 
11. La residencia en el Bo. La Máquina era pequeña, de un 
solo cuarto, con cocina, sala y un cuarto juntos. En la parte 
de abajo, existía un cuarto para guardar herramientas. 
 
[…] 
 
14. A principios del mes de enero de 2001, el terreno de la 
residencia en el Bo. La Máquina en Sabana Grande, Puerto 
Rico se comenzó a rebajar y preparar. Se presentaron 
fotografías de todas las etapas de la construcción.  
 
15. Los materiales se adquirieron poco a poco. La 
construcción comenzó en enero 2001 con la preparación del 
terreno y se terminó en el año 2004.  
 
16. La Sra. Marianela Quezada Feliz adquirió materiales en 
Home Depot con su cuenta. La entrega de dichos materiales 
se pautó para el día 6 de julio de 2001 para la residencia en 
el Bo. La Máquina en Sabana Grande, Puerto Rico.  
 
[…] 
 
18. La Sra. Marianela Quezada Feliz pagó facturas y contrata 
a una concretera en San Germán a la cual le pagó $800.00 
con su Visa Capital One. 
 
19. La mano de obra se realizaba los fines de semana. En la 
obra trabajaban Don Domingo, don Rafa, el hijo de Don Rafa 
y don Manuel Amado Quezada Feliz, hermano de la Sra. 
Marianela Quezada Feliz, quién colocó losetas e hizo un 
closet. 
 
[…] 
 
21. Lo primero que se construye es el cuarto matrimonial, ya 
que la Sra. Marianela Quezada Feliz volvió a quedar 
embarazada de su hijo, Emmanuel Morales Quezada, quién 
nació el día 30 de diciembre de 2002.  
 
22. Luego de casados, se colocaron ventanas, puertas, se 
terminó la cocina y se pintó la residencia por dentro y por 
fuera. 
 
23. El terreno en el Bo. La Máquina en el pueblo de Sabana 
Grande, lo adquirió el Sr. José A. Morales Sánchez del Sr. 
Oscar Torres a precio aplazado, mediante la Escritura 
número (51) sobre Segregación, Compraventa e Hipoteca, 
otorgada en Mayagüez, Puerto Rico el día 28 de diciembre 
de 1992. El pago mensual era de $150.00. Para el 28 de 
diciembre de 2001 la señora Quezada Feliz aportó $75.00 al 
pago. En julio 2002 aportó $150.00. Posteriormente ya 
casados, el Sr. Morales Sánchez le pagó al Sr. Oscar Torres 
la cantidad de $4,500.00 
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[…]  
 
28. Una vez comienza la convivencia entre las partes, el Sr. 
José A. Morales Sánchez pagaba luz, agua y mantenimientos 
del patio de la casa en el Bo. La Máquina de Sabana Grande. 
La Sra. Marianela Quezada Feliz pagaba las tarjetas de 
crédito.  
 
[…] 
 
30. Cuando la Sra. Marianela Quezada Feliz se mudó en el 
mes de julio 2001 con el Sr. José A. Morales Sánchez al Bo. 
La Máquina de Sabana Grande, el terreno se había rebajado 
y se habían hecho las zapatas. 
  
[…]  
 
34. Para el año 2003. El Sr. Manual Armando Quezada Feliz 
pinta la residencia.  
 
[…] 
 
40. Para el año 2000, el Sr. José A. Morales Sánchez era 
químico y ganaba aproximadamente $43,500.00 anuales, su 
salario era de $1,738.00 bisemanales. 
 
[…]  
 
55. El Sr. José A. Morales Sánchez alega que tomó 
préstamos para la ampliación de la casa pero no evidenció 
los mismos.  
 
El 5 de abril de 2019, el foro original dictó Sentencia Parcial en la 

que declaró que quedó demostrado que las partes se comportaron y 

sostuvieron una relación de concubinato, en el periodo que comprende 

desde mediados del año 2000 hasta el 17 de agosto de 2002, cuando 

contrajeron matrimonio.  

 

 El Sr. Morales Sánchez, alega en su escrito de apelación, que 

la Sra. Quezada nunca vivió en la casa antes del matrimonio, sino 

desde el día del matrimonio en adelante, el 17 de agosto de 2002. A 

esa fecha la propiedad estaba ampliada y era completamente 

funcional, viviendo la misma sin mayores cambios. Alegó el Sr. 

Morales que viajaba diariamente a su trabajo en Mayagüez, hasta 

que fue trasladado a Caguas por razones de trabajo y compraron una 

residencia en ese pueblo en el año 2004.  
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 Inconforme con la decisión tomada por el foro de instancia, el 

Sr. Morales Sánchez plantea los siguientes errores:  

1. Erró Instancia al declarar la existencia de una relación 

consensual previa al matrimonio. 

2. Erró Instancia al establecer una presunción contraria a 

derecho a tenor con la jurisprudencia establecida en una 

relación consensual, de haber existido.  

3. Erró Instancia al establecer que la participación de la 

señora Quezada es de un cincuenta por ciento (50%) en 

la propiedad privativa del señor Morales haciéndolo 

similar a la Comunidad de Bienes Civil. 

4. Erró Instancia al no evaluar la prueba documental 

sometida y estipulada por las partes en relación a los 

pagos hechos con las tarjetas de crédito, al gravamen 

sobre la propiedad y de los pagos hechos durante el 

matrimonio de la señora Quezada y aceptados por el 

señor Morales que acreditan lo invertido en la misma, 

desde el inicio de la acción.  

5. Erró Instancia al no dictar una sentencia clara en cuanto a 

la cantidad aportada por la señora Quezada y sin que esta 

sometiera evidencia real de sus ingresos, capacidad, 

aportación, labor o esfuerzo para tal aportación.  

6. Erró Instancia en su conclusión ya que esto provoca un 

enriquecimiento injusto, pero a la inversa, en detrimento 

del dueño de la propiedad y a beneficio de la parte 

reclamante.  

 

La parte apelada presentó oportunamente su escrito en 

oposición a la apelación presentada. En el referido escrito reitera la 

determinación realizada por el foro sentenciador original y reafirma 

que el concubinato ocurrido entre sí y el Sr. Morales Sánchez fue uno 

conocido como concubinato more uxorio. 

II 

A. El Concubinato y la Comunidad de Bienes 

El concubinato es aquella relación entre dos personas que se 

conducen como si estuvieran casadas, pero sin estar casadas 

legalmente.  Caraballo Ramírez v. Acosta, 104 DPR 474, 476 (1975); 

Ocasio v. Díaz, 88 DPR 676, 749 (1963).  A este tipo de relación 

también se le ha denominado como unión libre, unión de hecho, unión 

consensual, unión irregular, entre otros. En nuestro país existen dos 
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tipos de concubinato: (1) el concubinato queridato y el (2) concubinato 

more uxorio.  El primero es el que surge entre dos personas y, al 

menos, una de éstas es casada. Mientras, el segundo se crea de la 

unión voluntaria entre un hombre y una mujer solteros que han 

convivido públicamente por un tiempo relativamente largo sin estar 

unidos en legítimo matrimonio, pero que podrían contraerlo 

legalmente si así lo desearen. Raúl Serrano Geyls, Derecho de 

Familia de Puerto Rico y Legislación Comparada, Volumen II, 

Programa de Educación Jurídica Continua de la Universidad 

Interamericana de Puerto Rico, Facultad de Derecho, 2002, pág. 822. 

El concubinato more uxorio, según nos comenta el autor, 

Profesor Raúl Serrano Geyls, es una unión similar al matrimonio en 

cuanto a sus elementos básicos, los cuales son: (1) la voluntariedad 

(2) la cohabitación (comunidad de vida y lecho); (2) la publicidad o 

notoriedad; (3) la estabilidad o la permanencia y (4) la fidelidad.  A 

pesar de estas similitudes, el concubinato no tiene efectos jurídicos 

similares a la institución del matrimonio.  Sobre el particular, el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico ha indicado que al momento de 

constituirse el matrimonio surge la sociedad de bienes gananciales. 

Mientras, el concubinato no genera, por sí solo, derechos de clase 

alguna para las personas que viven en tal estado ni puede originar 

una sociedad legal de gananciales.  Ortiz de Jesús v. Vázquez, 119 

DPR 547, 549 (1987). 

Una comunidad de bienes existe cuando la propiedad de una 

cosa o de un derecho pertenece pro indiviso a varias personas. Art. 

326 del Código Civil, 31 LPRA sec. 1271.  La distribución de las 

cargas y beneficios, de los copartícipes en la comunidad, tiene que 

ser consecuente con la proporción de sus respectivas cuotas. Sin 

embargo, la participación en la comunidad se presumirá igual, 
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mientras no se pruebe lo contrario.  Art. 327 del Código Civil, 31 LPRA 

sec. 1272; Díaz v. Aguayo, 162 DPR 801, 809 (2004). El mero 

concubinato no crea interés común en los bienes que adquieren los 

concubinos. Cruz v. Sucn. Landrau Díaz, 97 DPR 578, pág. 584 

(1969).   

Toda vez que la comunidad de bienes no se presume, la 

jurisprudencia ha delimitado aquellas circunstancias bajo las cuales 

se puede dar la misma entre los concubinos, siendo estas: (1) un 

pacto expreso; (2) un pacto implícito que se desprende 

espontáneamente de la relación humana y económica existente entre 

las partes durante el concubinato; (3) un acto justiciero para evitar el 

enriquecimiento injusto, reconociendo el valor de los bienes, valores 

o servicios aportados por la concubina y sus correspondientes 

ganancias. Quetglas v. Carazo, 134 DPR 644 (1993).  Así pues, para 

establecer que existe una comunidad de bienes es necesario 

demostrar que hay bienes obtenidos por esfuerzo, trabajo y 

cooperación común, que trae como consecuencia un aumento en el 

caudal.  Mientras no se pruebe la existencia de esfuerzo, trabajo o 

cooperación en común, el concubino no tendrá derecho a la división 

de una comunidad de bienes.  Quetglas v. Carazo, supra. 

B. Apreciación de la Prueba 

En aquellos casos en que a través de un recurso apelativo se 

impute al Tribunal de Primera Instancia la comisión de algún error 

relacionado con la apreciación de la prueba, la parte apelante tiene 

la obligación de presentar una transcripción o exposición narrativa de 

la prueba para colocar a este foro en posición de revisar la sentencia 

apelada. Regla 19 (A) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII–B, R. 19 (A); Álvarez v. Rivera, 165 DPR 1 (2005). 



 
 

 
KLAN201901363 

 

8 

En ausencia de error, prejuicio o parcialidad, los tribunales 

apelativos no intervendrán con las determinaciones de hechos, con 

la apreciación de la prueba, ni con la adjudicación de credibilidad 

efectuada por el Tribunal de Primera Instancia. González Hernández 

v. González Hernández, 181 DPR 746, 776-777 (2011); Ramírez 

Ferrer v. Conagra Foods PR, 175 DPR 799, 811 (2009).  Esta 

deferencia descansa en que el juez ante quien declaran los testigos 

es quien tiene la oportunidad de verlos y observar su manera de 

declarar, apreciar sus gestos, titubeos, contradicciones y todo su 

comportamiento mientras declaran; factores que van formando 

gradualmente en su conciencia la convicción sobre la verdad de lo 

declarado.  Suárez Cáceres v. Com. Estatal Elecciones, 176 DPR 31 

(2009).  Aun en aquellos casos en los que surjan conflictos entre la 

prueba corresponde al juzgador de los hechos dirimirlos. Flores v. 

Soc. de Gananciales, 146 DPR 45, 50 (1998).  

Las determinaciones de hechos basadas en testimonio oral no 

se dejarán sin efecto a menos que sean claramente erróneas. Regla 

42.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 42.2.  Solo se podrá 

intervenir con estas conclusiones cuando la apreciación de la prueba 

no represente el balance más racional, justiciero y jurídico de la 

totalidad de la prueba. González Hernández v. González Hernández, 

supra. “Se impone un respeto a la aquilatación de credibilidad del foro 

primario en consideración a que solo tenemos récords mudos e 

inexpresivos”.  Ramírez Ferrer v. Conagra Foods PR, supra. 

III 

 Por estar altamente relacionados los errores señalados en el 

recurso, procedemos a resolver los mismos de manera conjunta.  

 La Asamblea Legislativa no ha elaborado legislación en cuanto 

a la figura jurídica del concubinato. Sin embargo, el Tribunal Supremo 
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ha reglamentado el régimen económico del concubinato aplicando los 

principios de otras figuras como 1) la comunidad de bienes y 2) el 

enriquecimiento injusto. En una relación de concubinato no se 

presume la existencia de una comunidad de bienes entre los 

concubinos. Es por ello que si no se logra probar la existencia de una 

comunidad de bienes, la parte que reclama una participación 

económica puede probar que aportó bienes, valores y servicios, que 

éstos produjeron ganancias y como un acto justiciero para evitar el 

enriquecimiento injusto de la otra parte, reclamar el valor de dichos 

bienes, valores y servicios y sus correspondientes ganancias. 

Caraballo v. Ramírez Acosta, 104 DPR 474, 481-482 (1975).  

 Uno de los hechos en controversia y neurálgicos para la 

solución de la disputa ante nos es la constitución del concubinato. La 

parte apelante niega la existencia de una relación consensual,1 

mientras que la parte apelante afirma y comprobó ante el foro de 

instancia la existencia del concubinato.2 Dicho hecho fue establecido 

mediante los testimonios evaluados por el foro original y la evidencia 

presentada. Sopesada la evidencia, el tribunal concluyó que la 

relación establecida entre el apelante y la apelada constituía un 

concubinato more uxorio. Este se distingue por tratarse de una unión 

voluntaria entre un hombre y una mujer solteros que han convivido 

públicamente por un tiempo relativamente largo sin estar unidos en 

legítimo matrimonio, pero que podrían contraerlo si así lo desearan. 

Raúl Serrano Gelys, Derecho de Familia en Puerto Rico y Legislación 

Comparada, Volumen II, 2002 pág. 822.   

 La apelada declaró haber conocido al Sr. Morales Sánchez 

para el mes de junio del 2000. El 5 de agosto de 2000, el Sr. Morales 

 
1 Apelación, 2 de diciembre de 2019, pág 10.  
2 Sentencia Parcial, 5 de abril de 2019, pág. 6, inciso 10. 
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Sánchez le regaló una tarjeta en ocasión de amor a la Sra. Quezada 

Feliz. También durante ese mismo mes, el apelante acompañó a la 

apelada a la República Dominicana y para dicho momento, ya tenían 

relaciones de pareja. Declaró además que comenzó a vivir con el 

apelante en julio de 2001. El foro original le otorgó credibilidad. Más 

adelante, el 17 de agosto de 2002, las partes contrajeron matrimonio. 

El foro sentenciador original no erró al establecer la relación 

consensual previa a la celebración del matrimonio entre las partes.  

 Establecida la relación de concubinato entre el Sr. Morales 

Sánchez y la Sra. Quezada Feliz, procede que resolvamos la 

existencia de una comunidad de bienes compuesta por ambos y la 

participación que se le adjudicaría a cada uno.  

 Al quedar establecida la relación de concubinato more uxorio 

entre las partes y con la evidencia presentada de las aportaciones 

prestadas por la Sra. Quezada Feliz a los arreglos, ampliación de la 

propiedad del Sr. Morales Sánchez y el pago de utilidades probados 

en juicio, determinamos que se consolidó una comunidad de bienes. 

Ahora bien, al determinarse la comunidad de bienes, se activa a su 

vez la presunción establecida en el Art. 327 del Código Civil, el cual 

establece que:  

El concurso de los partícipes, tanto en los beneficios 
como en las cargas, será proporcionado a sus respectivas 
cuotas, 

Se presumirán iguales, mientras no se pruebe lo 
contrario, las porciones correspondientes a los partícipes en 
comunidad. 31 LPRA sec. 1272.  

 

 Una vez activada la presunción, el que alegue la menor 

participación del otro comunero, tiene que  rebatir la presunción y 

establecer que la participación del otro no ascendió a 50%. En este 

caso, el apelante no logró rebatir la presunción. Ni siquiera en el 

escrito de Apelación, el Sr. Morales Sánchez fue capaz de aportar 

evidencia que sustentara su escrito, sino que se limitó a discutir de 
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manera sucinta y conglomerada los señalamientos de error 

esbozados en su recurso, junto a una comparación de su salario y el 

de la Sra. Quezada Feliz al momento de conocerse. Dicha prueba 

adolece de fragilidad, pues la simple prueba de notificar y evidenciar 

el salario del apelante no constituye, de manera adecuada, prueba 

de que no se configuró la comunidad de bienes o que la Sra. Quezada 

Feliz aportó menos de lo que indicó y se le adjudicó como cierto por 

el foro original.  

 Según se desprende del expediente ante nos, el Sr. Morales 

Sánchez admitió que la apelada cargó a sus tarjetas de crédito 

materiales de construcción, así como servicios de entrega de 

cemento. El apelante indicó haberle reembolsado en efectivo a la Sra. 

Quezada, los pagos de dichas tarjetas y el foro de origen no le otorgó 

credibilidad. A falta de evidencia documental de dicha alegación, este 

tribunal apelativo tampoco puede otorgarle credibilidad al Sr. 

Morales. Éste argumenta en su escrito apelativo, sin ulterior evidencia 

documental, que no le corresponde el 50% de la propiedad privativa 

a la parte apelada, pues ello constituiría un enriquecimiento injusto.  

 Siendo así nos vemos impedidos de decidir de otra manera, 

otorgándole así deferencia a la decisión tomada por el foro original, 

quién pudo escuchar a los testigos y pudo evaluar la evidencia 

documental presentada ante sí.  

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, CONFIRMAMOS la 

sentencia apelada. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


